
REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL  

 
JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO 

Fusagasugá - Cundinamarca, diez (10) de junio de dos mil veintidós (2022). 
 
 

 
Proceso:   Declarativo Verbal Resolución de Contrato 
Radicado:   252903103002-2021-00212-00  
 
 

Asunto: 
 
Ingresadas las presentes diligencias al despacho con la notificación de la 
pasiva y recurso de reposición formulado por el apoderado de la parte 
demandada, contra el auto de fecha 13 de enero de 2021 mediante el cual se 
admitió la demanda.  
 
El Recurso: 
 
Señala el inconforme que, el juzgado erró al librar auto de admisión, en 
atención a que la parte actora no allegó requisito de procedibilidad y el 
juzgado en lugar de haber inadmitido la demanda por tal motivo, decreto la 
media cautelar de inscripción de demanda deprecada por el actor.  
 
Adujo, en su memorial de inconformidad que,  que de acuerdo con lo 
estipulado por el Artículo 90 en su numeral 7º del CGP que se inadmitirá la 
demanda  cuando no se acredite que se agotó el requisito de procedibilidad, 
y que si bien la ley 640 en el Artículo 35 dispone que se podrá acudir 
directamente a la jurisdicción cuando bajo la gravedad del juramento el 
demandante indique que desconoce el domicilio del demandado o que se 
encuentra ausente o desconoce su paradero; de lo contrario deberá acudirse 
a la conciliación prejudicial como requisito de procedibilidad. De manera que 
en su sentir la medida en este caso resultaba improcedente, pues solo se 
utilizó como un mecanismo evasivo de la conciliación, lo que viola 
flagrantemente la ley.  
 
De otra parte, indicó además que las direcciones y los correos electrónicos 
suministrados, se limitan a dos cuando los demandantes son cuatro, situación 
que en el trámite de la acción puede generar una nulidad, máxime que los 
demandantes son personas mayores de edad.   
 
Por lo anterior solicitó se revoque el auto confutado y en su lugar se disponga 
la inadmisión de la demanda.  
 
 

Consideraciones: 
 



El recurso de reposición tiene por finalidad que el mismo funcionario judicial 
que dictó la decisión impugnada la revoque o reforme, en caso de haber 
incurrido en algún error para que en su lugar profiera una nueva. Es por lo 
anterior que la reposición es un remedio procesal concebido para los autos. 
 
Bajo ese precepto, procede el despacho a verificar la tesis del profesional del 
derecho recurrente, esto es, determinar si el demandado en su escrito genitor 
realizó la manifestación juramentada del desconocimiento del domicilio o 
paradero de la pasiva y así verificar si era procedente decretar la medida 
cautelar. 
 
En la página marcada con el número 119 del escrito genitor visible en el 
expediente digital, el apoderado de la parte demandante, señaló: 
 

“SOLICITUD DE MEDIDAS CAUTELARES 
Con fundamento en el art 590, parágrafos 1, el cual dispone 
que; en todo proceso y ante cualquier jurisdicción, cuando 
se solicite la práctica de medidas cautelares se podrá acudir 
directamente al juez, sin necesidad de agotar la conciliación 
prejudicial como requisito de procedibilidad…. y parágrafo 2 
del C,G, del P, que autoriza al juez a efectos de ordenar la 
inscripción de la demanda sobre bienes sujetos a registro 
que sean de propiedad del demandado, cuando en el 
proceso se persiga el pago de perjuicios, respetuosamente 
solicito al señor juez; 
 
1) Decretar las medidas cautelares previas, de inscripción 
de la demanda ante la oficina de registro de instrumentos 
públicos de Fusagasugá, sobre el bien inmueble de 
propiedad de los demandados, Asociación de Vivienda 
Popular dela Provincia del Sumapaz, Asovip NIT Nº 
800239439-9, ubicada en la Av. Las Palmas Nº 28-11 Vía 
Novillero de Fusagasugá Cundinamarca, representado 
legalmente por, XENIA STELLA CORREA RODRIGUEZ, 
identificada con al cedula de ciudadanía No 20´793.230, 
expedida en Pacho Cundinamarca, administradora de 
Asovip, bien inmueble que a continuación denuncio bajo la 
gravedad del juramento, el cual se entiende prestado con la 
presentación de este escrito. 
 
2) Decrétese el embargo y posterior secuestro sobre el bien 
inmueble de propiedad de los demandados, Asociación de 
Vivienda Popular de la Provincia del Sumapaz, Asovip NIT 
Nº 800239439-9, ubicada en la Av. las Palmas Nº 28-11 Vía 
Novillero de Fusagasugá Cundinamarca, representado 
legalmente por XENIA STELLA CORREA RODRIGUEZ, 
identificada con al cedula de ciudadanía No 20´793.230, 
expedida en Pacho Cundinamarca, administradora de 
Asovip, bien inmueble que a continuación denuncio bajo la 
gravedad del juramento, el cual se entiende prestado con la 
presentación de este escrito. 
 



 Comedidamente solicito comunicar la media 
cautelar, al señor registrador de instrumentos 
públicos de Fusagasugá Cundinamarca, a fin de que 
la medida cautelar sea inscrita dentro de las 
matrículas inmobiliarias Nos 157-136962 y Cedula 
catastral que corresponda, puesto que se trata de un 
globo de terreno a las que les correspondían las 
cedulas catastrales Nos 01-00-1312-0001-000 y 01- 
0-1312-0002-000, contenidas dentro de la escritura 
No 3323 del día 31 de agosto de 2016 de la notaría 
segunda de Fusagasugá la que se anexo a acápite 
de pruebas y anexos de la demanda en 3 folios. Ø 
Verificada la inscripción de la medida cautelar, la 
oficina de registro de instrumentos públicos de 
Fusagasugá, deberá dar respuesta a su oficio y 
remitir al juzgado la constancia respectiva. 3) 
Ordenar el monto y compañía aseguradora que 
expedirá la póliza para efectos de garantizar los 
eventuales perjuicios que se ocasionaren con la 
medida cautelar”. 
 

 
De lo antes transcrito, evidentemente, el apoderado de la actora, no indicó en 
ningún momento que desconocía el lugar de domicilio de la demandada y de 
hecho en el acápite de notificaciones indicó la dirección, correo electrónico, 
lo que conlleva a que la parte actora, si tenía la posibilidad de llamar al 
representante legal de la asociación y de paso a la persona natural ambas 
demandadas en esta litis.  
 
De manera que, frente a esta situación, los argumentos del censor se 
encuentran bien fundamentados, habida cuenta que, la solicitud de medidas 
cautelares, efectivamente resultaban improcedentes en esta acción civil 
declarativa, y en atención a que el gestor no realizó manifestación del 
desconocimiento de la ubicación de la demandada y por el contrario, señaló 
las direcciones físicas y electrónicas de notificación, luego el requisito de 
procedibilidad no podía ser reemplazado por medidas cautelares como 
erradamente lo hizo este despacho. 
 
Para el efecto nuestro máximo tribunal civil, en sentencia de tutela STC3028-
2020 del 18 de marzo de 2020 (rad. 2019-04162-00), señaló que «la solicitud 
de medidas cautelares improcedentes en los procesos declarativos, no 
pueden ser reemplazadas como requisito de procedibilidad de la audiencia 
prejudicial de conciliación», y para ello citó en la que esta Corporación 
encontró razonable el rechazo de una demanda, porque para obviar el 
requisito de procedibilidad consagrado en el artículo 38 de la Ley 640 de 
2001, modificada por el artículo 621 del Código General del Proceso, se 
habían deprecado medidas cautelares «inviables». 
 
En ese mismo sentido y ahondando en jurisprudencia de esta Sala, mediante 
la providencia criticada, la colegiatura acusada expuso los siguientes 
razonamientos: 
 



«Se podrá prescindir de la comentada exigencia, cuando se manifieste bajo 
la gravedad de juramento, que se entenderá prestado con la presentación de 
la demanda, que se ignora el domicilio, el lugar de habitación y el lugar de 
trabajo del demandado que este se encuentra ausente y no se conoce su 
paradero (inciso 40 art. 35 Ley 640 de 2001), o en el caso de solicitarse la 
práctica de medidas cautelares que resulten procedentes (parágrafo 1 art. 
590 C.G.P.). 
 
Sobre este último tópico ha precisado la Corte: 
 
"(…) si bien es cierto que el parágrafo del reseñado canon establece que «en 
todo proceso y ante cualquier jurisdicción, cuando se solicite la práctica de 
medidas cautelares se podrá acudir directamente al juez, sin necesidad de 
agotar la conciliación prejudicial como requisito de procedibilidad», también 
lo es que, como se dijo en un caso de similares contornos, «el juez, como 
director del proceso, debe verificar que la medida solicitada sea 
PROCEDENTE que sea necesaria para evitar la vulneración o amenaza del 
derecho, que sea proporcional, y que además sea efectiva para el 
cumplimiento del fin previsto» (CSJ STC15432-2017), tarea que efectuó el 
Tribunal accionado. 
 
(…) Frente a este preciso tópico, esta Sala, tuvo la oportunidad de señalar 
que: «(…) tomando en consideración la improcedencia de la memorada 
cautela, tal petición en la demanda no sustituía el requisito de la conciliación 
pues “(...) no es la sola solicitud de medida y práctica de medida cautelar. Ella 
debe estar asistida de vocación de atendimiento, es decir que sea 
procedente, porque aceptarlo de una forma diferente daría al traste con el 
aspecto teleológico de la norma, puesto que bastaría solo predicar el 
pedimento asegurativo para evitar el escollo de la conciliación previa (...)”. 
 
De esa manera, advirtiendo la ausencia del aludido presupuesto de 
procedibilidad, dispuso revocar lo actuado en ese litigio y, en su lugar, "(. . . 
disponer el rechazo de la demanda, por ausencia del requisito de 
procedibilidad que conduce a la falta de competencia (...) ". 
 
Las conclusiones adoptadas son lógicas, de su lectura no refulge vía de 
hecho, el Tribunal efectuó una juiciosa valoración que le llevó a rechazar de 
plano ese libelo, cimentado en la regla 36 de la Ley 640 de 2001; por lo tanto, 
no es posible reabrir un debate fenecido cuestionando el estudio realizado 
por el juez ordinario, pues este mecanismo no es una instancia revisora 
adicional a las previstas por el legislador (CSJ STC10609-2016)» (CSJ 
STC4283-2020, 8 jul. 2020, rad. 2020-01343-00)». 
 
Bajo tal perspectiva, dijo que en el asunto en cuestión: 
 
«(…) la parte actora no acreditó el agotamiento de la conciliación extrajudicial 
como requisito de procedibilidad, pues la constancia emitida el 21 de 
noviembre de 2017 por la Asistente de Fiscal en el marco de una 
investigación penal, de no comparecencia del señor JUAN CARLOS COICUE 
a la audiencia de conciliación ahí programada no satisface tal exigencia, en 
la medida que tratándose de un asunto de competencia de los Jueces Civiles, 
dicha audiencia debía intentarse ante los funcionarios que prevé el artículo 
27 de la Ley 640 de 2001, entre los que no se hayan los servidores de la 



Fiscalía General de la Nación, aunado que tampoco obra prueba de la 
citación efectuada a todos los aquí demandados ni el motivo de esa 
convocatoria contrastable con las pretensiones debatidas en este proceso. 
 
(…) Ante ese escenario, como las cautelas rogadas resultaban 
improcedentes por ser aquellas propias de los juicios ejecutivos (art. 599 
C.G.P.), acorde con el precedente citado líneas atrás, razón le asistió al 
funcionario de primer nivel al rechazar la demanda, toda vez que tal petición 
no exoneraba al extremo activo de agotar la conciliación previa como requisito 
de procedibilidad en esta acción declarativa, y en ese orden, se responde 
afirmativamente el problema jurídico propuesto, lo que conlleva a confirmar 
la decisión atacada». 
 
De lo señalado en la anterior jurisprudencia, reiterada en sentencias como la 
STC2459 y la STC1514 de 2022, y ante la evidente equivocación de este 
despacho al decretar la medida cautelar, cuando ello no venía procedente, 
no hay otro remedio diferente al de revocar el auto censurado y en su lugar 
inadmitir la demanda con fundamento en el Artículo 90 del CGP, para que el 
demandante allegue la conciliación extrajudicial, echada de menos en los 
anexos de la demanda requerida para iniciar este proceso. 
 
Frente al recurso de apelación solicitado como subsidiario, se denegará el 
mismo ante la prosperidad de la reposición. 
 
 

Decisión 
 
Conforme lo discurrido, el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Fusagasugá 
Cundinamarca,  
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: REPONER para REVOCAR el auto de fecha 13 de enero de 2021 
mediante el cual se admitió la demanda verbal de Resolución de Contrato 
promovida por LUIS ERNESTO GIL BERDUGO, MARIA DOLORES PATIÑO 
DE GIL, JORGE ARTURO GIL CRISTANCHO y BRIGUIITT GIL PATIÑO 
contra la ASOCIACIÓN DE VIVIENDA POPULAR DE LA PROVINCIA DEL 
SUMAPAZ, ASOVIP, y XENIA STELLA CORREA RODRIGUEZ, por las 
razones expuestas en la parte motiva de la presente providencia. 
 
SEGUNDO: En su lugar, el Juzgado con apoyo en lo dispuesto en el artículo 
90 del C.G del P, INADMITE la demanda para el que, el demandante en el 
término de cinco (5) días, so pena de rechazo, proceda a acreditar que se 
agotó el requisito de procedibilidad, en tanto las medidas cautelares 
deprecadas, resultan improcedentes en este juicio, por cuanto el presente 
asunto no versa sobre derechos de dominio y el demandante, señaló el 
domicilio de la parte pasiva.  
 
TERCERO: LEVANTAR las medidas cautelares decretadas en razón de su 
improcedencia conforme lo señalado en la parte considerativa de este 
proveído. Ofíciese 
 



CUARTO: RECONOCER personería al abogado Néstor Francisco Nieto Ruíz 
como mandatario judicial de ASOCIACIÓN DE VIVIENDA POPULAR DE LA 
PROVINCIA DEL SUMAPAZ, ASOVIP, y XENIA STELLA CORREA 
RODRIGUEZ, en los términos y para los efectos del poder a él conferido. 
 
QUINTO: NEGAR el recurso subsidiario de apelación ante la prosperidad de 
este recurso. 
 
 

Notifíquese. 
 

RENÉ OCTAVIO BARRROSO ACEVEDO 
JUEZ 
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